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el 5 de julio 4e 1985, el apelante no sólo solicitó la revocación de
la Sentencia, sino que adelllÚ, según se dice en el aeta, pidió que
«se dicte otra condenando a don 10sé del Val Cuesta como autor
de una falta del art. 600 a la pena de 3.000 pe5e1aS de multa, coslaS
y 73.096 peseIaS de indemnización», y la pone apelada, presenta en
el acto de la vista Y conociendo peñectamente la petición de
condena, no formuló mnte a ella DÍnJUna reserva y se limitó a
..,licitar «1a confirmación de la SentenCUl recurrida con imposición
4e COSIaS al apelante». Ello es frecuente que ocurra en,.!3:j~os
derivados de ac:cidentes producidos por la circulación y en
otros aI50S de patecido cariz como pueden ser las ofensas mutua
mente inferidas o el resultado de~ donde los papeles de
acusador y de acusado pueden irse alterando sucesivamente a la
vista del resultado probatorio y de las apreciaciones reaHudas
..,bre &,. pues siendo los hechos producto de la COIIiunción de las
acciones de los dos implic:ados (aparte la concurrencia de otros
posibles láetores e:ausales), todos se encuentran implic:ados en él.

2. El segundo de los derechos que trata de ser esgrimido en el
presente proceso de amparo es el denomillado derecho a la
presunción de inocencia, que no es necesario analizar aqul con
detalle pues lo eslt sobradamente en las Sentaftcias numerosfsimas
de este TribunaL
. De tal doctrina se deduce que el derecho a la presunción de
inocencia (como por lo general todss las presunciones) determina
una distrihución de la CIJI8 de la prueba Yexi¡e que la prueba la
soporte quien lleve a e:aho la acusación y que, en cualquier c:aso, la
prueba se realice a trav~ de medios de prueba que sean constitu
cionalmente legítimos. No es discutible en el presente c:aso que la
prueba se ha producido, pues los heehos son de ¡ran simplicidad
Y respecto de ellos las de<laraciones y los testimonios han existido
en el proceso. '.

La presunción de inocencia del atl 24.2 de la Constitución
Española no impide, en cambio, las calificaciones juridic:as o la

32267 Sala Seit;ndiL Re1:ursó de amparo número 173/1985.
Sentencia número 142/1986. tk 13 tk noviembre.

La Sala Segunds del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Bogué Cantón, Presidenta, y don An&elLatorre Segura,
don Fernando Garcla-Mon González-Reguera1, aon 1eslls Leguina
Villa Ydon Luis López Guerra, Magistrados, ha pronuncis4o

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de amparo número 173/1985, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Saturnino Eslévez Rodríguez, en
representación de la Suciedsd «Construcciones Armando Sisques,
Suciedsd Anónima», bajo la dirección del Letrado don Fernando
López Bazán, contra Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 5 de febrero de 1985 que declar6 no haber lugsr a la admisión
del recurso de casación inte'1'uesto contra Sentencia de la Sala de
lo Civil de la Audiencia Temtorial de Zoragoza de 15 de mayo de
1984, ha compatecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Fernando Garcla-Mon González-Regueral, quien
express el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Por. escrito presentado en este Tribunal el 6 de marzo de
1985, la Suciedsd «Construcciones Armando Sisques, S. A.1t,
representads por el Procurador y asistids del Letrado que constan
en el encabezamiento, interpuso recurso de amporo contra el Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 5 de febrero de 1985,
que inadmitió el recurso de casación interpuesto contra Sentencia
de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Zeragoza de 15
de mayo de 1984, que estimó en parte el recurso de apelación
interpuesto contra Sentencia del 1uzgado de Primero lñstancia
núm. 2 de aquella e:apital de 26 de enero de 1983.

Los hechos c¡ue sirven de base al recurso de amparo son, en
síntesis, los sigmentes: Que el 23 de ma~o de 1984 se preparó ante
la Sala de lo Civil de la Audiencia Temtorial de Zeragoza recurso
de casación contra la Sentencia dietads por la Sala el 16 de mayo
anterior; que con fecha 21 de septiembre siguiente fueron emplaza
dss las partes panl cOmparecer en término de cuarenta diss ante la
Sala Primera del Tribunal Supremo; que en 25 de octubre de 1985
se ~ntó ante la Sala Primera del Tribunal Supremo por la
Soetedsd recurrente el escrito de interposición del recurso, hacién
dose constar en el mismo (apartado 11I de los requisitos procesales)
que <ea tenor de lo dispuesto en el párrafo primero de la Disposición
transitoria segunds de la Ley de 6 de agosto de 1984, el presente

subsunción de los bechos probados en las normas jurídicas
,Iplicables que es donde, cabalmente, el solicitante de este amparo
qu~ere col~. Si los b~ están probados, pue<!e el Juez
callficarlos, SI!' otra ~cu1a<:iónque la que com!, es lógico tiene a
!a ley, p'"ro lID que fIJa en este punto la genérica presunción de
mocenCUl. Por eso, puede el 1uez de acuerdo con los criterios de
interpretación de las normas determinar, calificándolos, los com
portamientos ya probados y decidir si estos son o no constitutivos
de~ o Imprudencia, sin verse para ello impedido por la
presUDC1ÓD de inocencia, pues la inocencia de que habla el art. 24
de la Copstitución, debe enten~~ el sentido de no autoría, no
prodUCCIón del ds60 o no particlpactón en é~ pero no de obligar a
una consideración de carácter fortuito de los hechos una vez
pro"'A~ mnte a su posible considetación como derivados de
~ o imprudencia.

FALLO:

En atención a todo lo expuesto, El Tribunal Cosntitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU
ClON DE LA NACION !::SPA1ólOLA

Ha dedidido:

Desestimar el recurso de amparo promovido por don José del
Val Cuesta.

Publlqueae esta Sentencia en el «Iloletln Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 12 denoviembre de 1986.-Francisco Tomás
y Valiente.':'Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce
de Le6n.-Antonio Truyol 5erra.-Eugenio Diez Eimil.-Miguel
Rodrlguez-PiAero y Bravo-Ferrer (firmados y rubric:ados).

recurso se formaliza y debará sustanciarse de confortuidsd a las
modificaciones introducidas por dicha Ley»; que la Sala Primera
del Tribunal Supremo, de acuerdo con el informe del Ministerio
Fiscal, previa celebración de vista sobre admisión, dietó Auto el 5
de febrero de 1985 -el Auto recurrido en amparo-, por virtud del
euaI declar6 la inadmisión del recurso por no acompañarse con el
escrito de interposición la certificación de las Sentencias y por no
acomodsrse el escrito de formali"'ción del recurso a los requisitos
ex!fidos por la L.E.C. anterior a la Rfoima, cuyos preceptos eran
aplicables de conformídsd con la disposición transitoria primera de
la Ley 34/1984.' .

2. El recurso de amparo se funds en violación del art. 24.1 de
la Constitución por cuanto el Auto de inadmisión del recurso de
casación lesiona el derecho de la Suciedsd recurrente a la tutela
judicial efectiva que se garantiza en dicho precepto constitucional.
Razona la interpretación que estima correcta de las Disposiciones
transitoriaa primera y se¡unda de la Ley 34/1984 e impugna la
reaIizads por la Sala Primero del TnDunal Supremo, al_do que
al establecer la Disposición transitoria segunds que «terminada la
instancia en que se hallen, los ~.%~ interpongan se
sustanciarán de conforntidsd con las m' 'ones introducidas
por esta Ley»,IU interpretación es clara en el sentido que los
recursos interpuestos con posterioridsd a su entrads en ~,
habrían de atenerse a la nueva normativa del recurso de casaCIón
en el que se distingue la fase de preparación del recurso y la de
interposición y a ésta concretamente liace referencia la disposición
transcrita. Solicita la estimación del recurso de amparo y que, en
consecuencia, se anule el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de S de febrero de 1985 dietado en el recurso de casación
1.266/1984 y se reconozca el derecho del recurrente a que se
tramite el citado recurso de casación.

3. Por providencia de 10 de abril de 1985 se tuvo por
ínterpueeslo el recurso de amparo y se otorgó un plazo de diez diss
al Ministerio Fiscal y a la recurrente, para que alegaran lo que
estimasen procedente en orden. a la posible causa de inadmisión
prevista en el art. 50.2 b) de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional (LOTe): Carecer la demands de contenido que
justifique una decisión por parte del Tribunal Constitucional.

El Ministerio Fiscal por escrito presentado el 23 de abril de 1985
informó en el sentido de que, efectivamente, concurría la citads
causa de inadmisión del recurso de amparo por entender que se
trataba de un ¡iroblema de legalidsd sobre interpRtaci6n de las
Disposiciones transitoriaa primera y segunds de la Ley de Rforma
de la L.E.C. 34/1984, de 6 de a¡oslo, resuelto correctamente por la
Sala Primera del Tribunal Supremo, porque las cuatro fases de que
se compone el recurso de casacion -preparación, interposición,
sustanCUlción y resolución- constituyen un conjunto de normas
que no pueden escindirse y, por tanto, es equiparable a estos efectos



BOE núm. 295. Suplemento Miércoles 10 diciembre 1986 13

la preparación del recurso a su interposición. De ahí que estime
aplicable al caso, conforme a lo resuelto por la Sala Primera del
Tribunal Supremo en el Auto recurrido, la Disposición transitoria
primera de la citada Ley.

La Sociedad recurrente por escrito de 26 de abril de 1985,
insistió en la admisibilidad del recurso de amparo por las razones
expuestas en su escrito de interposición.

4. Por Auto de 25 de septiembre de 1985 la Sección Primera
de este Tribunal admitió a trámite el recurso de amparo y a tenor
de lo dispuesto en el 8ft. SI de la LOTC requirió a la Sala Primera
del Tribunal Supremo y a la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Zaragoza, el envio de las actuaciones o testimonio de
las mismas y el emplazamiento de las psrtes, a excepción del
recurrente, para comparecer en término de diez dlas en este proceso
constitucional

S. Por providencia de 20 de noviembre de 1985 se acordó, de
conformidad con el 8ft. 52 de la LOTe, otorpr al Ministerio fiscal
y a la parte recurrente -únicas comparecidas- un plazo de veinte
dlas para formularalepclones.

El Ministerio F'lSCal por escrito de 16 de diciembre de 1985
solicitó la suspensión de este recurso hasta tanto se resolviera el
seguido con el núm. 246/1985 ante la misma Sala, por tratarse
exactamente de la misma cuestión.

La Sociedad recurrente reiteró sus anteriores aleg¡u:iones sobre
la ~nciade estimar este recurso de amparo y reprodujo la
pellción contenida en su escrito,jnicial. . '.

6. Por providencia de S de noviembre se acordó señalar para
deliberación y votación de este recurso el día 12 sisuiente.

II. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La infracción del 8ft. 24.1 de la Constitución en qne. se
funda este recurso tiene sustancialmente la misma. motivación qne
el resuelto por el Pleno de este Tribunal por Sentencia de 20 de
junio de 1986, dictada en el recurso de amparo núm. 121/1985. En
uno y otro la inadmisión por la Sala Primera del Tribunal SuJlfett!o
del recurso de casación se debe a que se prepaI6 con a=glo ~ la
Ley de Enjuiciamiento Civil anterior a la reforma de la Ley
34/1984, de 6 de agosto, y se interpuso después de la vigencia de
esta Ley conforme a la nueva redacción de los preceptos~
res de la casación civil. La citada Sentencia del Pleno estimó el
recurso de amparo, anuló el Auto de inadmisión dietado por la Sala
Primera del Tribunal SUl"!'mo y restableció el derecho de los
recurrentes a la tutela judicial efectiva por ellos invocado.

En este recurso de amparo que, según hemos dicho, tiene
sustancialmente igual fundamentación que el 121/1985, aín peJjui.
cio de la diferencia que señalaremos en el fundamento juridico
siguiente, ha de llegarse a la misma conclusión estimatoria por los
razonanuentos contenidos-en dicha Sentencia que son,.,n aíntesis,
los siguientes:

al El derecho de la tutela judicial efectiva que _tiza el
8ft. 24.1 de la Constitución consiste en obtener de los OI¡anos
judiciales competentes una resolución fundada en Derecho a las
pretensiones formuladas ante los mismos, sea ésta favorable o
adversa. Y en estos mismos términos comprende el derecho a
utilizar los recursos ordinarios y extraordinarios establecidos por la
Ley, incluido el recurso de casación en materia civil, en los casos
y con los requisitos leplmente previstos.

l!l El derecho al recurso de casación no viene impuesto por el
8ft. 24.1 de la Constitución, aíno que el legislador es libre de
determinar su configuración, los casos en que procede y los
requisitos que, dada su naturaleza extraordinaria, ban de cumplirse
en su formalización. Y la concurrencia O no de tales requisitos y la
decisión sobre el cumplimiento de las exigencias materiales Y
formales para la admiSIón y tramitación del recurso de casación,
corresponde a la Sala Primera del Tribunal Supremo de conformi·
dad con dispuesto en los arts. 117.3 Y 123.1 de la Constitución. En
el ejercicio legitimo de la potestad jurisdiccional, a qne se refieren
dichos preceptos, se ha dietado el Auto de inadmisión, resolviendo
la Sala Primera del Tribunal Supremo el problema de Derecho
transitorio suscitado por las disposiciones de esa naturaleza pri
mera y sesunda de la Ley 34/1984, en el sentido de aplicar la
Disposición transitoria primera a los recursos preparados antes de
su vi¡encia, de acuerdo con un criterio razonado yrazonable en el
'l,ue, en términos generales y salvo lo que se dice en el apartado
SlSuiente, no corresponde entrar al Tribunal ConstitueinnaL

cl Ahora bien, como el recurso de casación constituye, en los
términos resulados por la Ley, un medio del que pueden servine
las partes para obtener la resolución definitiva en los procesos que
lo admiten, el acceso a este recuran está comprendido en la tutela
judicial efectiva _tizada por el 8ft. 24.1 de la Constitución. Y
es aquí, si se da efectivamente la violación de ese derecho
fundamental, cuando a través del recuran de amparo interviene la
jurisdicción constitucional para restablecer el derecho vulnerado.
La revisión por el Tribunal Constitucional de lo resuellO sobre

admisión por la Sala Primera del Tribunal Supremo, se limita, por
tanto, a los casos en que manifiestamente carezca de justificaClón
la inadmisión declarada, o resulte más adecuado y proporcionado
al requisito omitido acudir al remedio de su posible subsanación.
No se trata, pues, de revisar la doctrina de la Sala Primera sobre
la Disposición transitoria aplicable a los recursos de casación
preparados vi¡ente la LEC. anterior a la reforma de la Ley
34/1984 e interpuestos bllio la visencia de ésta; sino de apreciar si
lo. requisitos omitidos de la Ley aplicable -la LEC. anterior a la
reforma-, tienen o no entidad para impedir la continuación del
proceso o cerrar el acceso a los recursos l!feVÍstos por la Ley. Sobre
este punto es reiterada la doctrina del Tnbunal en el sentido de que
no toda irre¡uIaridad formal puede~ en obstáculo para la
prosecución del proceso; o, como dice la Sentencia 57/1984, de 8
de mayo, «el derecho a la tutela judicial efectiva no puede ser
comprometido u obstaculizado mediante la imposición de formu
liunos enervantes o acudiendo a interpretaciones de las normas
que regu\an las exigencias formales del proceso, claramente desvia
das del sentido propio de tales exifencias o requisitos interpretados
a la luz del art. 24.1 de la Conslltución. ,

En el caso resuelto por la Sentencia del Pleno de este Tribunal,
de 20 deJunio de 1986 -<:uya arsumentación estamos siguiendo-,
los reqwsitos- omitidos o no cumplidos en su literalidad, no
afectaban a 10 sustancial del recuran de casación -cuanlla, proce
dencia material, p\azo, infracciones denunciadas, ete.-; aíno a que
en lusar de citarse con los ordinales anteriores a la reforma lo.
apartados del art. 1.692 de la LEC. a cuyo amparo se articulaban
los diferentes motivos de casación por dicho precepto autorizados,
se citaban los nuevos números correspondientes al mismo articulo
en la Ley reformada. Y esta simple sustitución de una numeración
-por otra en el encabezamiento de los motivos, producida a causa
de la redacción de las Disposiciones transitorias primera Ysesunda
de la Ley 34/1984 Yno a neglisenciao impericia de quien formalizó
el recurso. fue la única razón que motivó el Auto de inadmisión
dietado en aquel recurso. cuya nulidad declar6 este Tribunal por la
citada Sentencia de 20 de junio de 1986.

2. En el \lf05eI!te recurso de amparo, el Auto impusnado
dictado por la Sala Primera del Tribunal Supremo el S de febrero
de 1985 en el recuran de casación núm. 1.266/84, recogiendo la
arsumentación de la propia Sala mantenida en casos precedentes,
entre ellos el que posteriormente tile objeto de la Sentencia del
Pleno de este Tribunal referida en el fundamento juridico anterior,
entiende que el recurso ha debido formalizarse con arreglo a la
LEC. en su texto anterior a la reforma- de la Ley 34/1984, por
aplicación de la Disposición transitoria primera de dicha Ley; y
como se hizo conforme a lo. preceptos de la Ley reformada no se
admite a trámite el recuran por incidír' en las causas de los
apartados 2.0 y 4.0 del 8ft. 1.729 de la LE.e.-, según el texto anterior
a la reforma: No haber presentado alguno de los documentos
exi¡idos por el 8ft., 1.718 Y no haber citado con precisión y claridad
las leyes que se suponaan infringidas y el concepto en que lo hayan .
sido.

•
al El documento omitido por los recurrentes es la certificación

de las Sentencias que era el sesundo de los documentos que tenlan
que acompañarse con el escrito de formalización del recurso. según
disponía él 8ft. 1.718 de la LEC. La certificación de las Sentencias
era neceaaria para la tramitación del recurso y, por tanto, su
presentación con el ecrito de formalización un requisito esencial,
pues con hase en ella y en el apuntamiento que había de remitir la
Sala sentenciadora -juntamente con la certificación de votos
reservados O nep.tiva en su caso- se sustanciaha el recurso de
casación ante la Sala Primera del Tribunal Supremo, sesún
disponla el art. 1.708 de la L.EC. Pero este precepto fue modifi·
cado por la Ley 40/1966, de 23 de julio, que suprimió ..,1 trámite
de al'untamiento. ,establecido para los recursos de apelación y
CllSllC1Ón» y, como consecuencia de esta sUl!resión, el 8ft. 1.708 de
la LEc., en lupr de ordenar la remisión del apuntamiento,
dispuso que con la certificación de votos reservados se remitieran
a la Sala Primera del Tribunal Supremo «10. autos original..,..

E. cierto que pese a esta reforma del art. 1.708 por la Ley
40/1966, se mantuvo en el 8ft. 1.718 la~ deacom~con
el escrito formalizando el recuran de CllSllC1ón la certifiC8Clón de las
Sentencias; pero también lo es que a pastir de aquella reforma, al
sustituir el envln del apuntamiento por el de los autos originales,
la Sala tenia a su disposición los originales de las Sentencias y, por
tanto, la certificación de éstas pasaba de ser un requisito necesario
y esencial para la tramitación del recuran, a un requisito formal que
se mantuvo Como tal hasta la reforma urgente de la LEC. llevado
a cabo por la Ley 34/1984, de 6 de agosto, que suprimió este
requisito de la exPedición al recurrente de la certificación de las
Sentencias y su presentación a la Sala con el escrito de formaliza-
ción del recurso. , .

A esta reforma obedece que el recurrente en amparo, que --sesún
bemos dicho- entendió aplicable la Ley reformada, no acompañara

I

j

f.
I,



14 Miércoles 10 diciembre 1986 BOE núm. 295. Suplemento

,

1
[

~

la certificación de las Sentencias. Mas como la Sala Primera del
Tribunal Supremo ba entendido aplicable la L.E.c. en su redacción
anterior ala reforma, la inadmisión del recurso la limda en la causa
2.' del art 1.729: La no presentación de los documentos ex!¡idos
por el art 1.718.

Pues bien, en ellas circunltancias el problema consiste en
determinar, dando por supuesta la aplicación de la Ley anterior a
la reforma como ba entendido el Tribunal Supremo, 51 la omisión
de ese requisito debe producir los radicales efeclOS de la inadmisión
del recurso, como entiende el Auto recurrido, o resulta más
conforme al art 24 de la Constitución una interpretación menos
rigorista de la formalidad omitida que no impida sulramitación. E!
Tribunal entiende que la existencia en la Sala Primera del Tribunal
Supremo de las Sentencias originales, convierte -<:amo bemos
dicho- en un requisito formal la certificación de las Sentencias Y
ello hace aplicable al caso la reiterada doctrina de que la exigencia
de los requisitos formales se ba de interpretar a la luz de la tutela
judicial efectiva que garantiza el art 24.1 de la Constitución,
acomodando la _cia de los requisitos formales a la finalidad
de los mismos que en nin~ caso pueden con~ en meros
obs1áculos para la prosecuClón del proceso (Sen~cias 19/1983, de
14 de marzo; 57/1984, de 8 de mayo; 6911984, de 11 de junio, y
14/1985, de I de febrero). . '.

Por eUo y porque la láIta de presentación de UD documento es
un defecto de ¡¡¡ci\ y pósible subsanación, se estima más adecuado
el art, 24.1 de la Constitución, siguiendo la doctrina de este
Tn'bunal contenida en las Sentencias 123/1983, de 23 de diciembre,
y 163/1985 de 2 de diciembre, entre otras mucbas, si la Sala estima
necesario el documento omitido, el remedio de la subsanación que
la sanción de la inadmisión. .

b) El Auto recurrido funda también la inadmisión del recurso,
en el a~o 4.° del art 1.729 de la L.E.c.; es decir, el
incumpbmiento de los requisitos exigidos por el arI. 1.720 (citar el
párrafo del art 1.692 en que se hallen com~didos los motivos
formalizados y expresar con precisión y clandad los preceptos que
se supongan infringidos y el concepto en que lo bayan sido). En este
punto el defecto en que incide el recurso -formalizado por la
Sociedad recurrente, coll$iste en citar loS ordinales del art 1.692 de
la L.E.C. reformada, en' lugar de los ordinales anteriores a la
reforma. En Indo lo demás, la separaci6n de las inftacciones en

32268 Sala Primera. Recurso de amparo llÚmero 48111985.
Sentencia núm. 14311986, de 19. de noviembre.

La Sals Primera del Tribunal Constitucional, Compuesto' por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picazo y Pence de León, don

. Antonio Truyol Serra, don Eugenio Díaz EimiI Y don Mjgue\
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ba pronunciadO

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA .

En el recurso de amparo núm. 483/1985, promovido por
«lrridelco, Sociedad Anónima», representada por el Procurador
don Enrique Sorribes Torra y definida por el Letrado don Luis
Muñoz Sabat6, contra Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo que inadmite recurso de casación interpuesto contra
Sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid, Y en el que han
comparecido el Ministerio Fiscal y la. «Compañia International
Industrial and Agricultura!, SARu., representada por el Procurador
don Luciano Rosch Nada!, siendo Ponente el Ma¡istrado don
Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de la Sala.

L . ANTECEDENTES

1. Por escrito registrado en este Tn'bunal el 27 de mayo de
1985, el Procurador de los Tribunales don Enrique Sorribes,en
nombre de «lrridelco, Sociedad Anónim.,., interpuso recurso de
amparo contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de
11 de marzo de 1985 que inadmitió el recurso de casación civil
núm. 1.274 de 1984.

Considera el recurrente vulnerado por dicho Auto su derecho a
la tutela judicial efectiva, que reconoce el arI. 24.1 de la Constitu
ción, por lo que solicitaba del Tribunal Constitucional que declare
la nulidad del mencionado Auto as! como su derecho a la via
casacional y la admisión del recurso de casación interpuesto, bien
por los dos motivos que en su día se invocaron, bien por el motivo
mcardinado en el nÚDl. 5.° del art 1.692 de la vigente Ley de
Enjuiciamiento Civil.

motivos diferentes y la precisión y claridad en la exposición de las
mismas, nada opone el Auto recurrido al escrito de formalización
del recurso. Es, pues, un caso igual en lo relativo a este extremo,
al recurso de amparo 121/1985, resuelto por el Pleno de este
Tribunal por la Sentencia referida en el fundamento jurídico 1.0
Por lo allí razonado y porque, como dice la Sentencia 1711985, de
9 de febrero, «lo que unporta en definitiva no es cómo se denomina
cada uno de los fundamentos ni cuál sea el signo con que se les
ordena, sino que baya claridad y precisión, exponiéndose ..parada
mente 'i en orden correlativo cada una de las infracciones que se
denUDClBn como limdamento del recII1'SO», ba de estimarse ~ue la
numeración de los motivos de casación con arreglo a los ordmales
del artl.692 de la L.E.C. vi¡ente en la actualidad, en lugar de los
ordinales equivalentes de la Ley m\erior. no es defecto que deba
producir la inadmisión del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto.l..!'1 Tn'bunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E l..uNFIERE LA CONSTlTU
ClON DE LA NACION ESPANOLA, ..

Ha decidido:

Otorgar al ámparo solicitado por la Sociedad «Construcciones
Armando Sisques, Sociedad Anónima», y, en consecuencia:

1.0 AnUtar el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supre;"o
de S de febrero de 1985.

2.° Reconocer a la Sociedad recurrente su derecho fundamen
tal a la tutela judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones en el recurso-de casación núm.
1.266 de 1984 al momento procesal inmediatamente anterior al de
dictarse el Auto anulado. .. -

, Pobliquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial dei Estad."..

Dada en Madrid a 13 de noviembre de 1986.-Gloria Bogué
.Cantón.-Angel Latorre Sel!ura.-Fernando Garcla-Mon González
RegueraL-Jesús Leguina Villa.-Luís López Guerra-Firmados y
rubricados. ' <

Suplicaba asimismo que se impongan las costas de eSle proceso
a la parte que se oponga, así como la suspensión de la Sentencia
dictada por la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Madrid., de 29 de marzo de 1984, en autos de mayor cuantla
658/1982, provenientes del Juzgado de Primera lnstanna núm. 14,
y en su caso la dictada por este último el 24 de abril de 1982.
Solicitaba también la celebración de vista pública, de conformidad
con el art 52.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

2. Se limdamenta el presente recurso de amparo en lOs
siguientes. hechos: ..

E! 11 de abril de 1984 'preparó «lrridelco, Sociedad Anónima»,
ante la Audiencis Territorial de Madrid recurso de casación contra
Sentencia de su SalaS~ de 'lo Civil, de 29 de marzo anterior.
E! 20 de junio la Audiencia acord6 expedir la certificación para
poder interponer el recurso, notificada al Procurador el 19 de julio.
El recurso se interpuso el 19 de septiembre y se limdó en los
motivos determinados por el art 1.692 de la Ley de Enjuiciamíento
Civil, según el texto reformado por la Ley 34/1984, de 6 de agosto,
aunque sin citar, como exigía la Ley anterIor a esta reforma, el
concepto de la infracción legal aducida (violación, interpretación
errónea o aplicación indebida). Inadmitido el recurso por Auto de
II de marzo de 1985, se deduJo frente al mistno recurso de súplica,
a su vez inadmitido el 22 de abril del mistno año por providencia
notificada el 6 de mayo siguiente. .

3. Se limdamenta el presente recurso en las alegaciones etC
Derecho que a continWlClón se· exponen. La Sala Primera del
Tn'bunal Supremo inadmitió el recurso de casación, por entender
que debla haberse interpuesto conforme al texto de la Ley Procesal
anterior a la reforma introducida por la Ley 34/1984, de acuerdo
con lo que establecen las Dispósiciones transitorias primera y
segunda de esta última ~, por lo que al formalizarse conforme a
1& nueva normativa,. se mcunió en las causas de inadmisión
contempladas en el art 1.729,4.° y 9.°, en relación con el 1.720 de
la Ley aplicable.

La Sociedad recurrente. tras invocar el excesivo formalismo que
refleja el Auto impu~ado, considenl"que la interpretación que en
~I se hace de las Disposiciones transttorias de la meritada Ley
34/1984 no es procedente, ya que en la segunda de ellas se establece
textualmente que «terminada la inItancia en que se hallen, los
recursos que se interpongan (después de la entrada en vigor de la


